SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°036
RADICACIÓN:  6600131870022017-00114-01
ACCIONANTE:   GLORIA INÉS GÓMEZ TORRES
CONFIRMA 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 7 de marzo de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela –Confirma improcedente 
Radicación Nro. :

 6600131870022017-00114-01
Accionante: 
 GLORIA INÉS GÓMEZ TORRES
Accionado:
 UGPP

Magistrado Ponente: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 

          DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / PENSIÓN DE VEJEZ / REDUCCIÓN DE LA MESADA PENSIONAL POR RELIQUIDACIÓN / SE HIZO EN CUMPLIMIENTO DE FALLO JUDICIAL / SUBSIDIARIEDAD / EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL.  Queda claro por tanto, que si bien la pensión reconocida a la señora GIGT fue inferior a la que inicialmente le había sido concedida, no se aprecia que ello haya obedecido a un actuar por fuera del ordenamiento legal por parte de la UGPP. Con mayor razón cuando la entidad no podía apartarse de lo señalado en el fallo judicial, en el cual se ordenó que se efectuara la reliquidación de la pensión de vejez a la hoy accionante: “en una suma equivalente al 75% de todos los factores salariales devengados durante el último año de servicios, esto es, desde el 01 de marzo de 12004 al 30 de marzo de 2005”, siendo esto precisamente lo que hizo la UGPP, y lamentablemente para ella los nuevos valores liquidados de esa forma no le fueron favorables comparativamente con lo que antes devengaba.

No hay lugar en consecuencia a pregonar una vulneración al debido proceso administrativo, habida cuenta que la entidad, se itera, lo que hizo fue dar cumplimiento a un mandato judicial, mismo en el que al parecer no se hizo un análisis detallado del monto al que podría ser merecedora la demandante, puesto que de haber sido así la judicatura se habría percatado que los valores que le serían liquidados serían inferiores a los que ya le había realizado la entidad al momento de reconocer la pensión de vejez..

(…)

Se deduce de lo anterior que si la parte afectada no ejerce las acciones legales o no utiliza los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción. Y para este asunto al no proceder recurso alguno contra la resolución emitida por la UGPP, se considera concluida la vía gubernativa, por lo cual le quedaba la facultad a la actora de acudir a la jurisdicción laboral y/o contencioso administrativa para demandar el acto que resultó contrario a sus intereses, pero prefirió acudir directamente a la acción constitucional.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, siete (7) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

                                                                Acta de Aprobación No 221
                                                Hora: 1:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la señora GLORIA INÉS TORRES GÓMEZ, contra el fallo proferido por el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con  ocasión de la acción de tutela presentada frente a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -en adelante UGPP-.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la señora TORRES GÓMEZ, se puede sintetizar así:  (i) como exempleada de CAJANAL, hoy UGPP, le fue reconocida la pensión de vejez, la cual quedó mal liquidada por cuanto en el ingreso base de cotización no se incluyeron todos los factores salariales; (ii) tramitó proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, el cual correspondió al Juzgado Sexto Administrativo de Pereira, donde se profirió sentencia que ordenó a la UGPP reajustar dicha prestación; (iii)  en julio 20 de 2017 se solicitó el pago y la UGPP mediante resolución RDP-032800 reajustó la pensión, pero en la mesada de octubre de 2017 le resultó un descuento por valor de $359.535.oo, reiterado en el mes de noviembre, y ante petición elevada se le contestó que se ratificaba el mismo y por ende en lugar de recibir un incremento le debe a la UGPP la suma de $15`936.718.oo; (iv) con la reducción del monto de su pensión se le afecta el derecho a una vida digna y mínimo vital, ya que dicha suma la tenía comprometida con los gastos que tiene mes a mes y tal deducción seguirá para las mesadas futuras, con lo cual se afectan sus derechos básicos, sin que se pueda desmejorar el monto de una pensión legalmente establecida, pero aun así la UGPP lo hace sin cumplir el fallo judicial; (v) de los recibos de pago se puede apreciar que se vulnera el mínimo vital, ya que al reliquidar su pensión de vejez y de observar que daba factores negativos por debajo de lo devengado, lo “salomónico” era dejar la misma como estaba y no rebajarla o atribuirle obligaciones que no ha contraído; (vi) aporta recibos donde se aprecia que en septiembre de 2017 lo que percibía era de  $1.061.695.10 pero inexplicablemente para los meses de octubre y noviembre de 2017 aparece rebajada a $972.470.oo y sobre dicho monto se le deducen $369.535.oo, por lo cual atraviesa por una condición difícil, ya que con lo que recibe no alcanza a cubrir sus necesidades básicas; y (vii) la decisión unilateral de la UGPP de rebajar el monto de la Pensión Gracia legalmente reconocida, viola el canon 29 Superior, toda vez que de manera inicial debió agotar la vía de la transacción con la docente, y de no aceptar, lo que debía era demandar ante la autoridad judicial dicha rebaja.

Pide en consecuencia se protejan sus derechos al mínimo vital, vida y debido proceso, y se ordene a la UGPP suspender de forma inmediata el descuento que se le efectúa por $458.759.16 desde octubre de 2017; así mismo, que le sean reintegrados el valor de las mesadas descontadas durante octubre y noviembre de 2017, y se abstengan de hacerlo hasta que el juzgado administrativo disponga lo pertinente.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Admitida la demanda de tutela se descorrió traslado a la UGPP y se ordenó vincular a la Dirección de Pensiones, de Servicios Integrados de Pensión y a la Subdirección de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP, así como al Consorcio FOPEP 2015, quienes al respecto señalaron lo siguiente:

- El Director Jurídico de la UGPP, expresa: (i) la inconformidad de la actora radica en la aplicación de una resolución que se genera de un fallo contencioso, más concretamente de la manera en que se liquidaron los dineros que se le cobran por las cotizaciones que sobre los factores dejaron de aportarse, por lo cual considera que la entidad no incurrió en vulneración de derechos fundamentales, ya que su actuar se hizo con fundamento en la normativa y jurisprudencia, so pena de verse incurso en conductas penales, administrativas y disciplinarias; (ii) la parte actora pretende sustituir el procedimiento ordinario para que se dejen sin efectos los actos expedidos por la UGPP, lo que es improcedente en sede de tutela, máxime que la liquidación se realizó de conformidad con el fallo del juzgado administrativo; (iii)  no se ha vulnerado el debido proceso, por cuanto se respetaron las ritualidades del procedimiento administrativo y la accionante no puede conminar a los operadores jurídicos para obtener caprichosamente sus pretensiones económicas por vía de tutela, máxime que todas las decisiones le fueron notificadas; (iv)  no se vulnera el mínimo vital, ya que a la actora se le reliquidó su pensión, está incluida en nómina, recibe su mesada y servicios de salud; (v) no es procedente que por vía de tutela se le ordene a la UGPP inaplicar la resolución que dispuso el cobro de los aportes no efectuados al no estar de acuerdo con los mismos, lo que está soportado en sentencia del Consejo de Estado y el principio de sostenibilidad del sistema financiero y de Seguridad Social; (vi) la tutela no procede contra actos administrativos, dado que se acató el mandato del Juzgado Sexto Administrativo, sin verificar la conveniencia de la decisión impartida,  sino al tener en cuenta que se trata de una providencia judicial; (vii) la accionante cuenta con otros medios de defensa para dirimir el conflicto sobre el descuento de aportes no realizados, lo que no puede discutir por la vía de la tutela, ya que esta debió agotar la vía ordinaria, máxime que la acción constitucional no es la vía adecuada para reclamar prestaciones de índole económico; (viii) al no observarse en el presente asunto un perjuicio irremediable, ni cumplirse con los requisitos de subsidiariedad  pide que sea declarada improcedente la tutela impetrada.

- Con ocasión de la vinculación del despacho a la Dirección de Pensiones, de Servicios Integrados de Pensión y a la Subdirección de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP, el Director Jurídico nuevamente reitera los planteamientos antes esgrimidos.

- Por parte del FOPEP se guardó silencio dentro del plazo concedido, toda vez que solo  se allegó respuesta con posterioridad a haberse emitido el fallo de primer nivel, y por ende no fue objeto de valoración por el a quo. No obstante que en su respuesta el Gerente de dicha entidad indica que se realizan los descuentos de nómina por concepto de Reintegros a la Nación conforme las novedades reportadas por la UGPP, y este generalmente se da por cuanto se efectuó un pago de un mayor valor al pensionado. Concluye que la entidad no ha vulnerado derecho alguno, al no reconocer derechos pensionales ni determinar qué sumas se deben reintegrar a la nación por aportes, siendo la UGPP quien debe resolver lo pretendido. 

3.2- Agotado el procedimiento y en el término constitucional, el juzgado de primer nivel profirió sentencia en diciembre 26 de 2017, en la que luego del análisis respectivo negó la acción impetrada al estimar 
que la tutela no es el medio idóneo para resolver esta clase de controversias, dado que la competencia radica en la justicia ordinaria o contencioso administrativa y al estudiar los requisitos de procedibilidad de la tutela, considera que los mismos no se estructuran en este evento, y por ende se torna improcedente para lograr la suspensión de los descuentos efectuados por la nómina de pensionados.  Frente a la vulneración del mínimo vital, la actora no acreditó que se encuentre afectado, como lo sería la falta de pago de servicios públicos, de comida, arrendo, etc., en la que se demuestre tal afectación.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con el proveído adoptado, la accionante presentó recurso de alzada el cual sustenta en los siguientes términos: (i) de la precaria pensión de $1.061.695 -al estar mal liquidada-, se le descuenta el 12% de salud -$127.500-, un descuento extralegal por préstamo con Bancolombia de $440.173, por lo cual le llegaba un saldo líquido de $494.022, los que al restarle $369.535 del reintegro que debe a la nación, sin saber por qué, le queda un pago neto de $124.487, ya que la deuda con el banco fue suspendida para darle paso a la irregular deducción; (ii) se pregunta, si una persona pensionada puede vivir cómodamente con $124.487 para pagar servicios públicos, arrendamiento vestido?, y aunque esos pagos los cubre su esposo para lo cual ella le colabora, actualmente no le alcanza ni para los pasajes de su hija y los suyos; (iii) aclara que a pesar de no aparecer el descuento de Bancolombia, para poder cumplir con esa obligación ha debido acudir a la ayuda de su esposo, ya que la misma asciende a $20.093.914 y su no pago daría lugar a un proceso ejecutivo; (iv) la tutela se impetró como un mecanismo transitorio  mientras se promueve ante el Juzgado Sexto Administrativo el proceso ejecutivo con ocasión del fallo que ordenó reliquidar la pensión, máxime que en ningún momento se dijo en las sentencias de primera o segunda instancia que debía pagar adinero alguno, y al contrario, por estar mal liquidada debía acatarse lo dispuesto por el Juez y el Tribunal; (v) en la sentencia T-477 de 2011, señala la Corte Constitucional  la prohibición de revocar de manera unilateral un derecho contenido en una pensión, sin existir previamente pronunciamiento judicial o consentimiento del pensionado; y (vi) anexa copia del pago de la matrícula de su hija el cual le tocó asumir a su esposo y recurrir a un préstamo con lo cual se afecta el mínimo vital de su cónyuge.

5.- PRUEBAS en SEGUNDA INSTANCIA

Con el fin de clarificar algunas circunstancias relacionadas con los hechos materia de debate, por parte de esta Corporación se solicitó a la UGPP que informara a que obedecía la diferencia en el IBL del año 2004 que fuera tenido en cuenta para liquidar la pensión en el año 2013, frente a la realizada en el 2017, así como el  motivo por el cual no se concedieron recursos contra la decisión proferida por la UGPP. Tales cuestionamientos fueron resueltos por parte del  subdirector Jurídico Pensional de dicha entidad.

6.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo dictado por Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

6.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la acción interpuesta por la señora GLORIA INÉS TORRES GÓMEZ. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola. 
6.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir este, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el que el amparo procederá de manera transitoria.

De conformidad con la situación fáctica planteada por la accionante, se advierte que su pretensión consiste en que se ordene a la Unidad  Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales  de la Protección Social -UGPP- que suspenda de forma inmediata los descuentos  que se le han realizado por concepto de aportes para pensión de factores de salario no efectuados.

El artículo 29 constitucional consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental el cual debe garantizarse en todas las actuaciones judiciales y administrativas, ello en aras de garantizarle a cualquier individuo contra quien se siga un trámite judicial o administrativo, la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. 

Frente a ello ha dicho la máxima guardiana constitucional: 

“El debido proceso tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todos los tipos de juicios y procedimientos que conlleven consecuencias para los administrados, de manera que a éstos se les debe garantizar la totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental. De otra parte, y específicamente en lo que hace relación con los procedimientos administrativos, es necesario precisar que el derecho con que cuentan los ciudadanos, relativo a la posibilidad de controvertir las decisiones que se tomen en dicho ámbito es consubstancial al debido proceso. Si bien ambas son garantías que se derivan del principio de legalidad, son dos caras de la misma moneda, esto es, mientras que el derecho a cuestionar la validez de las decisiones funge como garantía posterior, las garantías propias del derecho fundamental al debido proceso, tales como (i) el acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia; (ii) el acceso al juez natural; (iii) la posibilidad de ejercicio del derecho de defensa (con los elementos para ser oído dentro del proceso); (iv) la razonabilidad de los plazos para el desarrollo de los procesos; y, (v) la imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces y autoridades, son elementos que deben ser garantizados durante el desarrollo de todo el procedimiento, y apuntan, principalmente, a brindar garantías mínimas previas. En efecto, los elementos del debido proceso arriba enumerados buscan garantizar el equilibrio entre las partes, previa la expedición de una decisión administrativa. Por el contrario, el derecho a cuestionar la validez de la misma, hace parte de las garantías posteriores a la expedición de la decisión por parte de la autoridad administrativa, en tanto cuestiona su validez jurídica”

Así las cosas, ninguna actuación que se lleve a cabo por parte de la administración puede hacerse con desconocimiento de las formas legales establecidas para cada tipo de juicio, proceso o gestión administrativa, que se lleve en contra de los administrados.

En el presente asunto se aprecia que una de las quejas que interpone la señora TORRES GÓMEZ tiene que ver con el hecho de que su pensión de vejez se haya visto reducida pese a que lo que ordenó el Juzgado Administrativo fue precisamente su reliquidación con miras a obtener un incremento de esta, habida cuenta que para tal labor se debían incluir algunos factores que no fueron considerados al momento en que se le reconoció inicialmente dicha prestación. Se tiene que en el año 2013 le fue otorgada una pensión por valor de $889.845.oo, pero en el año 2017 la misma fue determinada en $815.063.oo

A priori se observa que podría asistirle razón a la accionante al referir a tal circunstancia, toda vez que de la mera confrontación de los datos incluidos en las resoluciones RDP 017443 de abril 17 de 2013 y RDP 032800 de agosto 22 de 2017, se aprecia tal diferencia en la pensión que le fuera concedida a partir de enero 15 de 2013, lo que en sentir de la Sala al parecer se generó por cuanto en las asignaciones básicas de los salarios devengados por la señora GLORIA INÉS TORRES GÓMEZ durante el año 2004, se observa una diferencia de dicho valor en las referidas decisiones.

Véase que en la resolución RDP 017443 de abril 17 de 2013, donde se le reconoció la pensión de vejez a la accionante, se señaló que el IBL del año 2004 correspondía a $9.629.340.oo, en tanto en la resolución RDP 032800 de agosto 22 de 2007 frente a ese mismo año se indicó que el IBL era de $7.970.954.oo. Como se aprecia existe disparidad en el valor que por parte de la UGPP fue tenido en cuenta para realizar la reliquidación de la pensión ordenada por el Juzgado Administrativo, lo que al parecer tuvo incidencia en que la suma de la pensión otorgada a la señora GLORIA INÉS TORRES GÓMEZ se viera disminuida.

Por parte del suscrito magistrado ponente y con miras a clarificar tal aspecto, se dispuso solicitar a la UGPP la información pertinente a ese respecto, y sobre el particular lo que indicó el Subdirector Jurídico Pensional de la entidad fue lo siguiente:

“[…] el valor arrojado en la liquidación contenida en la Resolución No RDP 32800 del 22 de agosto de 2017 correspondiente a la suma de 7.970.954.oo equivale al valor devengado como asignación básica para el año 2004 correspondiente al período a liquidar, es decir el comprendido entre el 03 de marzo de 2004 al 30 de diciembre de 2004. Lo anterior tomando como se mencionó en la Resolución No RDP 32800 del 22 de agosto de 2017, el certificado de factores salariales de fecha 12 de agosto de 2016, expedido por el Grupo Administración de Entidades Liquidadas DIRECCIÓN JURÍDICA, en donde se certificó la suma de $802.445 M/CTE., valor mensual. Por tanto 802.445 x 12 meses = 9.629.340, 802.445 x (7 meses y 28 días) = 7.970.954”.

Así las cosas, si bien en principio la Sala observó una diferencia en dichos valores, lo que podría conllevar, como ya se dijo, a que el monto de la pensión fuera inferior a la que inicialmente le había sido concedida, de la explicación entregada al Tribunal se extracta que la entidad tuvo en cuenta el IBL a partir del mes de marzo de 2004 porque a partir de allí debía contarse “el último año laborado para realizar la respectiva liquidación”, y esa fue la razón para que el monto de la pensión disminuyera.

Queda claro por tanto, que si bien la pensión reconocida a la señora GLORIA INÉS GÓMEZ TORRES fue inferior a la que inicialmente le había sido concedida, no se aprecia que ello haya obedecido a un actuar por fuera del ordenamiento legal por parte de la UGPP. Con mayor razón cuando la entidad no podía apartarse de lo señalado en el fallo judicial, en el cual se ordenó que se efectuara la reliquidación de la pensión de vejez a la hoy accionante: “en una suma equivalente al 75% de todos los factores salariales devengados durante el último año de servicios, esto es, desde el 01 de marzo de 12004 al 30 de marzo de 2005”, siendo esto precisamente lo que hizo la UGPP, y lamentablemente para ella los nuevos valores liquidados de esa forma no le fueron favorables comparativamente con lo que antes devengaba.

No hay lugar en consecuencia a pregonar una vulneración al debido proceso administrativo, habida cuenta que la entidad, se itera, lo que hizo fue dar cumplimiento a un mandato judicial, mismo en el que al parecer no se hizo un análisis detallado del monto al que podría ser merecedora la demandante, puesto que de haber sido así la judicatura se habría percatado que los valores que le serían liquidados serían inferiores a los que ya le había realizado la entidad al momento de reconocer la pensión de vejez. 

De todo lo dicho se extrae igualmente, que la decisión de reducir el monto de la mesada no provino de manera unilateral de la UGPP por medio de una revocatoria directa, sino que se hizo con fundamento en un fallo judicial cuyo cumplimiento dio un resultado adverso a sus intereses.

Ahora, el hecho de que contra la referida decisión no procediera recurso alguno, tampoco es situación que atenta contra el debido proceso administrativo, habida consideración a que la entidad lo que hizo fue ejecutar una providencia judicial que ordenaba no solo realizar una reliquidación pensional, sino además los descuentos por aportes sobre aquellos factores que no hayan sido objeto de deducción lega
, todo lo cual ascendió a la suma de $15.936.718.oo, y fue esa la cantidad que generó la deducción que se dispuso hacerle a la nómina de la accionante. 

La petición de la accionante va encaminada a que se mantenga el monto de la pensión que inicialmente le fue concedida, se le suspendan los descuentos que realiza la UGPP, y que además se le ordene el reintegro de los valores que ha dejado de percibir con lo cual vio reducida su pensión de vejez. Pero considera la Sala que tal reclamación es improcedente al no suplir el requisito de subsidiariedad que rige la acción de tutela. Al respecto así se ha pronunciado la jurisprudencia constitucional atinente a esta materia: 

“En ese sentido, el legislador estableció en la normatividad los distintos mecanismos ordinarios de defensa judicial, que las personas pueden utilizar, para (i) solicitar la protección de los derechos de carácter económico y, (ii) para solucionar controversias de esa misma naturaleza. Por ello, la competencia exclusiva para resolver conflictos en los que estén comprometidos derechos de connotación económica, fue asignada a las jurisdicciones civil, laboral o de lo contencioso administrativo según el caso, siendo entonces dichas autoridades judiciales las llamadas a garantizar el ejercicio de tales derechos. 

11. Con fundamento en lo expuesto, se concluye que la acción de tutela resulta improcedente para dirimir conflictos que involucren derechos de contenido económico, máxime cuando se trata de asuntos que surgen con ocasión a la solicitud de reconocimiento y reintegro de sumas de dinero, puesto que para la solución de este tipo de casos, el legislador consagró en la jurisdicción ordinaria la acción pertinente para garantizar el ejercicio y la protección de dichos derechos….”

Véase igualmente que de conformidad con lo reiterado por la Alta Corporación la procedencia de la  tutela se encuentra condicionada a la previa utilización de los medios de defensa ordinarios previstos en el ordenamiento jurídico, y ha dejado en claro que la acción de amparo como mecanismo residual y subsidiario tampoco puede emplearse con el fin de reemplazar las figuras procesales destinadas a obtener la satisfacción de sus derechos, ni puede subsanar el abandono o negligencia en hacer uso de ellas de la manera y dentro de los términos previstos legalmente. En tal sentido en Sentencia T-472 de 2008 estableció: 

“La acción de tutela tiene un carácter subsidiario y no fue instaurada para remediar los errores en que incurren los ciudadanos en lo relacionado con la defensa de sus derechos. Si se llegara a admitir la posición contraria, pasaría la tutela a sustituir todos los demás medios judiciales y la jurisdicción constitucional entraría a asumir responsabilidades que no le corresponden, todo ello en detrimento de los demás órganos judiciales.” 

“(…) si existiendo el medio judicial, el interesado deja de acudir a él y, además, pudiendo evitarlo, permite que su acción caduque, no podrá más tarde apelar a la acción de tutela para exigir el reconocimiento o respeto de un derecho suyo. En este caso, tampoco la acción de tutela podría hacerse valer como mecanismo transitorio, pues esta modalidad procesal se subordina a un medio judicial ordinario que sirva de cauce para resolver de manera definitiva el agravio o lesión constitucional”.

Se deduce de lo anterior que si la parte afectada no ejerce las acciones legales o no utiliza los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción. Y para este asunto al no proceder recurso alguno contra la resolución emitida por la UGPP, se considera concluida la vía gubernativa, por lo cual le quedaba la facultad a la actora de acudir a la jurisdicción laboral y/o contencioso administrativa para demandar el acto que resultó contrario a sus intereses, pero prefirió acudir directamente a la acción constitucional.

Con miras a determinar si la razón está de parte de la señora GLORIA INÉS TORRES o de la entidad accionada, necesariamente se debe desplegar una actividad probatoria ante la jurisdicción ordinaria laboral y/o contenciosa administrativa para que sea allí donde se establezca si efectivamente se acató en debida forma lo dispuesto por el Juez Administrativo y por ende deben ser dichos funcionarios y no el de tutela el encargado de dilucidar si la accionante tiene derecho a que se mantenga incólume la pensión inicialmente otorgada y si le asiste o no obligación de cancelar los valores que le vienen siendo descontados por los factores salariales que no fueron tenidos en cuenta para ello.

Se hizo alusión por la parte accionante a una sentencia emitida por la Sala Civil de esta misma Corporación
, de la cual extrajo algunos apartes para soportar su petición, pero debe aclararse que en la referida decisión se protegió el derecho reclamado por cuanto la UGPP solicitó al Consorcio FOPEP la disminución de la mesada pensional que percibía la accionada sin haber agotado el procedimiento al que alude el canon 97 CPACA
 para modificar un acto administrativo en firme, razón por la cual se consideró lesionado el derecho al debido proceso. Pero tal situación dista mucho de lo que sucede en el presente asunto, por cuanto, se itera, el fundamento de la UGPP para proceder como lo hizo, fue un fallo judicial, y no una decisión unilateral de dicha entidad. 

Es probable, no se niega, que la señora GLORIA INÉS está viendo menguados seriamente sus intereses económicos, empero, también es real que cuenta con el apoyo de su familia, en especial de su esposo, quien le colabora mientras acude a la autoridad judicial competente para que le resuelva de fondo su pretensión o se decida el proceso ejecutivo que se adelantara ante el juzgado que dictó el fallo, como así se informó.

En síntesis, al estimarse que la jurisprudencia constitucional ha sido enfática en indicar que los conflictos relacionados con el reconocimiento y pago de prestaciones sociales deben ser resueltos por la jurisdicción ordinaria laboral y/o la contenciosa administrativa, y al no erigirse la acción de tutela como el mecanismo judicial apropiado para ello, la Sala no halla reproche alguno al fallo adoptado por parte de la primera instancia y en consecuencia se procederá a su confirmación.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Corte Constitucional, sentencia C-1189 de 2005, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Ello quedó plasmado en el numeral 5° de la parte resolutiva del fallo emanado del Juzgado Sexto Administrativo.


� Corte Constitucional, Sentencia T-379 de 2015


� Sentencia SU-111 de 1997.


� Ver folio  22 y ss.


� “Artículo 97. Revocación de actos de carácter particular y concreto. Salvo las excepciones establecidas en la ley, cuando un acto administrativo, bien sea expreso o ficto, haya creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y concreto o reconocido un derecho de igual categoría, no podrá ser revocado sin el consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo titular. Si el titular niega su consentimiento y la autoridad considera que el acto es contrario a la Constitución o a la ley, deberá demandarlo ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo […]
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